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r~~ho al goce de todas y de cada una de las ~arantlas que la Constítu­
cion otorga á los habitantes de la República ¡,fexicaua; y 

11. Que no es de la competencia de esta Corte Suprema de Justicia 
dictar declaraciones generales i·especto de las leyes ó actos que moti,en 
las sentencias que pronuncia en los juicios de pl'otección y amparo de 
garantías individuales (art. 102 del.a Cotl!ititución federal); y por consi­
guiente se limita á conceder la protección y amparo de esas garantías 
al individuo que los solicita, en el caso especial sobre que ,ersa el pro­
ceso. Por las consideraciones anteriores Y de conformidad coú lo dis­
puesto en los artículos 41, 109, 94, 101, 10:f y 16 de la Co11ptitución fede­
ral, definitivamente juzgando, se declara: que es de confirmarse y se 
confirma en los términos siguientes, la sentencia pronunciada ppr el in­
ferior en 27 de Julio último: La Justicia de la Unión protege y ampara 
al C. Leon Guzmán, presidente del tribunal Superior del Estado de Pue~ 
bla, contra el veredicto pronunciado por ocho diputados propietarios, en. 
22 de Mayo próximo pasado, declarantlo haber lugar á formarle causa. 

Devuélvanse las actuaciones al Juez de Distrito que las ele,ó á ren­
sión, acompañándole testimonio de esta sentencia para los efectos con­
siguientes: publique y archivese á su vez el Toca. 

Así, por mayoría de votos, lo decretai:on los ciudadanos Presidente 
y Magistrados que formaron el tribunal pleno de la Corte Suprema de 
Justicia de los Estados Unidos Mexicanos, y firmaron:-Ignacio L . Va­
llarta.-Ignacio llf. Altamirano.-Ignacio Ram,frez.-Ezequiel Montes. 
-Manuel Alas.-Antonio Martínez de Castro.-Miguel Blanco.-José 
María Bautista.- Juan M. Vázquez.-José Manuel Salda1ia.-José Eli­
gio Mmwz.-Pedro Dionisia de la Ga1·za y Garza.-Enrique Landa, 
secretario. 

NoTA--Laa principales pie:,;ao Derle11ecie11tes (\ este ne¡oclo eaf;án publicad34 en elDI.UUO OFICIAL, 
eorr011po11dle11te l IOtJ dlall del 13 af28 de Sept.iembn do 1871, 

.. 

., 

AMPARO PEDIDO CONTRA LA CONSIGNACION FORZADA 
AL SERVICIO MILITAR. 

SCSPENSION DEL ACTO RECLAMADO. 

¿Cbmo y en qué casos debe decretarse la s11spensibn del acjo reclamado? 
¿Pueden seguirse de oficio los juicios de amparo! Interpretacibn de los arll­
culos 101 y 102 de la t_o11stitucib11. 

El C. Jesús Rosales pidib, al ]t~z 1 ~ de Distrito de ·e~ta CaP.ital, amp~­
ro '4)ntta su ronsignacion al servicio de las armas, y aJ mmno tiempo la in.­
media/a suspensión del acto recla_mado. El juez decretb ésta 'fesde luego, at~n 
sin el infornie de la autoridad e¡ecutora, y ma1idb poner_ el libertad al (Jtle.JO· 
so. Después coutimw el juicio sin que el i1zteresado volviera ~ C1Jm1'!!,recer en 
él y se pronunció sentencia otorgando el ampa,o. Este negocio se "discutió en 
tds audiencias de ws dfas 13, 14 y 17 de Septiembre, y et C. Vallarla sostuvo 
las siguientes opiniones: 

A muchu y graves cuestiones da lugar el juicio de amparo promovi­
do por el C. Jesús Rosales. Siguiendo la costumbre que he observado 
desde que tuve la honra de venir á ~resi~ir e_st~ tribun&l, vo-y: á fundar 
los principios que profeso y que, segun m1 op1111ón, deben aplicarse pa• 
ra resolver aquellas cuestiones. 

La más imeortante de ellas, la que debe desde luego analizarse es _es-
ta: ¿Puede el Juez de l)istrito poner en inmediata libertad al detenido 
que pide amparo y ánte1 de que en el juicio recaiga sentencia que cau­
se ejecutoria? O en otros términos menos abstractos y generales: ¿la [a­
cuitad que el juez tiene para suspender el acto reclamado lo autoriza 
para decretar desde luego la libertad-de un detenido que pi~e ampar?? 
Discutiendo este punto se ha dicho en este debate que el Juez, segun 
los articulos 3~, b'? y 6 de la Jey de 20 de Enero oe 1869, puede á su ar­
bitrio discrecionalmente suspender el acto reclatnado. A mi me parece 
antic~nstitucional esa teorla, y debo comenzar por refutarla para fun-
dar después la que yo sigo. . . 

No es esta la primera vez que mi ~eber me obliga á negará los Jue-
ces federales las facultades ámplias, discrecionales, que de hecho se 
han arrogado para otorgar ó no la suspensión del _acto reclamado. Co­
mo Gobernador de Jalisco y en defensa de los derechos de ese Estado, 
me fué forzoso combatir las pro,idencias del juez de Distrito de Gua.­
dala.jara en un amparo en que se trató de la misma cuestión "qn~ hoy 
roe ocupa. Los señores magistrades me permitirán Jea lo que ento_uces 
decía sobre ella: . 

«El Juzgado de Distrito de Guadalajara se cree investido de <implias 
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facultades para suspender ó no el acto reclamaoo según Je parezca me­
jor, y usando de tales facultades, decretó, la s~spensión de! cobro del 
uno y medio por ciento de la conducta. El gobierno de Jahco, que en 
ese poder dictatorial del Juzgado vió una aberración incalificable, dijo 

.. en su oficio de 22 de Febrero de 1874 á la Suprema Corte, lo que copio:» 
«El Juzgado de Distrito ha incurrido e,n este juicio en notc:n'ia respon­

sabilidad al mandar suspender el acto reclamado: el pago de los dere­
chos locales. La ley de 20 de Enero de 1869 da al juez la regla que de­
be seo•uir para decretar la suspensión, cuando hubiere urg·encia notoria, 
dice cl articulo 5?, concordante en este punto cop. los artículos 3? y 6? 
Esto es natural y filosófico: no suspender el a~to, cuando una vez con­
sumado queda irreparable, seria burlar el_obJ~to del. amparo; pe~·o sus­
penderlo siempre aunque no haya urgencia m necesidad, es preJuzgar 
el juicio y sentenciar siempre contra la administración á quien se supo- , 
ne culpable de la violación ·de las garantías, cuando soI?te ello _no hay 
todavía más prueba que el-dicho del actor. Cree el Gobierno oc10so de­
mostrar que la ley no da ámplías f a&ultades al juez de Distrito para 

., suspender ó nó el acto s~gún sus simpat!as ó_antipatias, si~o q~e le fiJ~ 
una regla que no puede impunemente. violar, puesto. que e, articulo 2o 
de la misma ley determina que es caso de responsab1hdad el no decre­
t ar la suspensión cuando procede, ó el de clec1'etarla cuando es ~pro-
cedente.» · · , 

Y como la Corte al revisar el juicio nada dijo que reprobase el pro• 
cedimiento del juez, yo publiqué-por la prensa un folleto, en el que se 
lee Jo siguiente: 
• «Para sostener nosotros que los jueces de Distrito no tienen. ni pue­
den tener ámplias facultades para suspender ~ó nó el acto reclamado, 
nos basta invocar el articulo 25 de la ley de 20 de Enero de 1869. «8on 
causas de responsabilidad .......... el 1ecretar ó nó la sus-een~íón del 
acto reclamado;» lue.go, inferirán con nosotros todos los 41:e.séir~ algo 
de jurisprudencia, el juez solo puede decr~tar esa s~spens1ón en_cier-tos 
casos, cuando sea procedente, y nega11a en l'OS dema,s; 1µ,ego el JUez no 
tiene ámplías facultades para hacer lo que á su capn~ho cúaclre. Cree­
mos que solo desconociendo la fuerza de la lógica se puede negar la le­
O'itimidad de esas consecuencias que condenan la aosurda teoría que 
robre la arbitrariedad jtldicilll procl~ó el juzg11do ~e Distrito.~. .1 

«El gobierno 'del Estado pidió .......... q1!e se reprob~ra'por la, al~ 
ta Corte esa teoría que nunca, jamás, ni los Júe~es nu\s 1gnór1p1tes m 
más inicuos se han atrevido á formular. ¿Que d!Jo la Co'rte sobre esté 
punto, no y~ para: juzgar á un juez cu!pab1e: sino_P,ara fijar ~l de7:ec~o 
público de México, sobre una materia 1mpor~1mtis111\a en la!! ~~t'aciones · 
de la justicia federal con 1a sobernnia de los Bstados? ¿Q1_18 di.jo la 9011-
te para corregir un abuso qne"'ni la ·jurisprudencia com~n t?lera? Ni 
una palabra. Y esa absnrda teoría ha ya_ én~ntrado plili-t1dm-1os-en los 
jueces ·cte Tiistrito de otros Estados, y el silencio dé la Corte qu~ 1~ ~o­
lera que la consiente haTá que esa monstruosidad eó. el orden JUU1c1al 
tenga una vida legal ~ntre nosotros. ¡Jueces con ári~plias facultade~! 
¡Jueces que pueden, según su capricho, suspender los actoslde la aclm1• 
nistración interior de los Estados!!! ......... ·" 

«Dijimos que la jurisprudencia común no tolera esa teoria de la~ Am­
plias facultades en los jueces. Registrando las leyes qu.e des~e los siglos 
bárbaros han lle.,.ado en nuestros Códigos hasta nosotros, mnglma en­
contramos que cgns~ituya -en dictadores :'.t los ju~ces; alguna hay que 
les da no ámplias, sino limitada!/ facultades en:c1e_rto~ c~sos, como por 
l}jemplo, l1t 8~, tít. 31, Part. 7~, pa1:a aumentar o d1smmmr la pena en 
proporción de la grnvedad del delito. Pero de esas ~eye~ que asi per­
miten el arbitrio judicial obrar, á la teoría ~e las _amplias facultades 
para hacer ó nó á discreción alg? que al ~fic10_ del Juez perten?zc~1 hay 
un abismo que no ¡,e puede medir. No, m en tiempo de la ba1 bane de 
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los visigodos, ni en tiempo del absolutismo de los reyes de España, era 
siquiern conocida esa teoría. Reservado estaba á nuesti·os días de li­
bertad, de democracia, de restricción en las facultades de todos los po­
deres públicos, proclamar como un principio que los jueces federales 
tienen ámplias facultades .......... n 1 

Estando estas verdades fuera del alcance de toda impugnación, tan 
evidentes asi me parecen, reputo inútil agTegar una sola palabra más, 
refutando la teoría de las ámplias, de las dise1·ecionales facultades en 
los jueces feJerales para suspendei~ ó nó, sin más reglas que su arbitrio, 
<il acto reclamado. 

Otra es, según mi sentir, la inte!igei1cia_ que en cuanto al punto en 
cuestión, se debe dar álos artículos 3~, 6?, 6? y 25 de ley citada. La sus­
pensión es procedente y se debe decr~tar, sin que al juez sea licito de­
jar de hacerlo, so pena de incurrir en responsabilidad, cuando hay w·­
gencía notoria, es decir, cuando la ejecución del acto reclamado se con­
suma de tal modo, que llega á ser irreparable, dejando así sin materia 
al juicio de 'amparo y burlando la ley que lo instituyó, para que se «l:es­
tituyan las cosas al estado que tenían antes de violarse laConstitucíón,,, 2 

El caso de uh amparo conti·a la ejecución ele la pe11a de muerte, pone 
en relieve esta v'ei:dad. Si pedido el amparo, el juez no decreta lue~o la 
suspensión del acto reclamado sino que permite que la ejecución de la 
pena se consume, todo el interés, toda la mltteria del juicio acaba con 
la vida del quejoso, y nada más queda por hacer que exigir la tespon- · 
sabilídad al jíiez porque no suspendió el acto reclamado, habiendo 1tr­
gencia notoria. Seguir el juiciO' para amparará un cadáver, seria tan 
estéril có-mo ridículo. En casos ·cotnó éste, el decreto dl suspensl6n es 
forzoso, es obligatorio; y nada exime de reS'p®sabi,lida!l aL juez si no lo 
pronuncia oportunamente. · ~ • 

Por nrla i;nzón cóntraria, 'la stispensión es improcedente, y ~o s'e de­
be decretar 'aunque se pida, so J)ena de incurrir también en re~p~nsa­
bilidn.d. cuando el acto reclamaáo no tiene consecuencias irrepatables, 
cuando permanece integra la materia del 'juicio, y cuando á pesai- de 
que ese acto no se suspenda. _pueden 'restituirse las cosas al estado que 
tenían antes de 'violarse la éonstitución. Y rnuc'ho más improcedente es 
la suspensión, cuando ésta á su vez consuma actos irreparables que de­
jan sin mat!lr,ia_ al juicio y-baren á la sentencia que niega el llmparo tan 
estéril y ridfou:hl como á la de que he habfado cuando se trata de una 
ejecución capital. t· • 1 · 

Para dar toda cla1·idad á. mis opinlpnes, citaré algunos casos en· que, 
según mi teorfa, no es prol!edente )a suspensión, y compi;omete la res­
pon~abilidad del juez que la decreta; el pago de impuestos, por ejem­
plo. ·Aunque el qu€joso pi'da la Slijlpensión de ese pago, no se puede 
otorgar, porque ese acto se repara con la devolucióh de lo pagado. 3 Y 
caso en que la suspensi6n producirla á su vez C()nsecuencias irrepara­
bles y en e-1 que menos aún es procedente la suspensión, ieriii, por ejem­
plo, cuando por virtud de éijta se· mandara, p¡mer en circulación un li­
belo infamatorio recogido por autoridad cómpete'nte, según la ley, pa­
ra celebrar el juicio de imprenta regpectivo. • La circulación de ese li­
belo. producirla efectos irreparables en la fama Y' buen nomb:·e del in­
juriado, y dejaría sin materia al juicio, porque después de esta circ~lla-

1 Folleto tltnlado: "El amparo conce<lido contra 145 leyes rle los Estados q:ie imponen cm¡.fribucio-
_r.es 1\ los meta.les preciosos, pág. 1.22 á 126 " • 

2 Articulo 30 de la l ey de 20 ile Enero de 1869, 
3 Afg,mos j ueces sostienen que el pago ele imp11e5tÁ>S no eíl reparii.ble, f,mtlánJose en que las csca,se ... 

ces ordnarias <le! Erario rro permiten la devolución ele lo pagado, y en que consagrada por la ley la doc­
irina de c¡ue las rentas p(1blicas no se ¡meden embar~,ar, uo es Posible 1\ la justicia federal hacer efeetin• 
tal devolución, &tas ra-!:ones ant.orfaariau. á lo sumo, el depósito á clL-.;posieióu del 1ne7,, de la cantidad · 
que se pretende cobrar fl tltlllo <le contribución, contra la que se pid& ampru-o; pero ele ningun modo 
prueban q1~e un pago indebido ó anticonstitucional no sea reparable- M.is adelante se encontrar:l trata­
da la c•>estión sobre embargo de rentas p(1blicas-

4 Artfcalo 18 d e la ley de 4 de Febrero de 1869, 
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ción, de nada serdría al infamado una sentencia que reconociese la le­
galidad de la nrden para recoger el libelo. En este caso y en otros pa­
recidos, no sólo se infringe la ley, sino que se la contradice de lleno eu 
sus fines, decretando la suspen~ión del acto reclamado. 

Creo que estas opiniones mías están firmisimamente fundadas en el 
articulo 25 de la ley citada de 20 de Enero. Si es causa de responsabili­
dad «el decretar ó no decretar la suspensión del acto reclamado,» es cla­
rísimo que hay actos cuya suspensión .is indeclinable, y otros en que la 
misma,suspensión es imposible. De la concordancia de ese articulo 
con el 3. 0 , 5. º y 6. 0 de la ley y de su espíritu y motivos, se puede con 
seguridad decir cuáles son los actos de una clase, y cuáles los de la otra. 

Las reglas que he sentado y que sirven á mi juicio para. distinguir­
los, son aplicables á los amparos que ,er!;an como ~l presente sobre al­
guna restricción de la libertad personal. Esto es fácil de demostrarse. 
Se trata, por ejemplo, de uu anaigo: el arraigado pide, con el amparo, 
la suspensión inmediata del acto. • 

Según mi teoría no se puede conceder, no sólo porque subsistiendo 
el arraigo, permanece integra la materia del juicio de amparo, y con la 
sentencia que en éste i;e prC'nuncie se restituyen las cosas al estado que­
tenian antes de ,iolarse la Constitución, sino porque suspendiendo el 
~cto, esto es, levantándose la orden de an·aigo, se produce el efecto 
1~reparable de que con la ocultación ó fuga del arraigado, ni es ya po­
sible seguir el juicio de amparo, y quedan irremediablemente nolados 
l~s derechos, tal vez las garantías individuales de la parte que promo­
v~ó el arraigo¡ y sobre todo la sentencia que declare, si es que senten­
.e1a puede pronunciarse, que el arraigo era legal, será nugatoria, su-
puesta la fuga del arraigado. 

En los casos de detención de una pElr&ona por arresto, prisión, ser-
vicio militar fo1·zoso

1 
etc., iguales reglas deben observarset porque en 

todos ellos no se puede suspender el acto reclamado, sin dar á la sus­
pensión un carácter irrep11Jable que hace imposible el juicio, nugatoria 
la ~nteilcia, y que burla el fin del mismo juicio. La simple ocultación 
del quejoso deja sin efecto la sentencia que le nieg-ue el amparo, y esto 
aunqlJR el juicio pudiera proseguirse despwis de la deserción de la par-
te legitima. Por más que la libertad personal sea preciosisima, por mAs que la 
iniquidad, el lltent&do de una detención arbitraria, deba repararse á la 
mayor brevedad, esto no puede, no deóe hacerse según el ar iculo 102 
de la Constitución, sino mediante un juicio, después de conocer y fallar 
según las pruebas, que ese atentado se ha cometido. Restituir, pues, la 
libertad al detenido antes del juicio por medio del auto de suspensión 
del acto reclamado, e11 completamente anticonstitucional¡ más l\Ún, la 
simple razón reprueba que antes del juicio instituido precisamente para 
saber si se viola la garantía de la libertad personal, cori una detención 
que el quejoso califica de ilegal, se comience por poner en libertad á 
éste. Lo11 respetos, pues, que á la libertad humana se deben, la inviola­
bilidad de este derecho del hombre que nuestra Constitución garantiza, 
no pone íi los casos de que me ocupo fuera del alcance d1:, las reglas que 
la ley establece respecto de la suspensión del acto reclamado. 

Se ha dicho en el debate, que en los casos de leva procede la inme­
diata libertad del detenido, porque siendo aquella ilegal, no hay razón 
para. prolongar por un solo instante la detención, invocándose al efecto 
el artículo 19 de la Constitución. Se ha dicho también que en estos ca­
sos la suspensión delle decretarse después del término probatorio, cuan­
do queda ya averiguado que el raso es de le1·a propiamente dicho. Ten• 
go la. pena de no poder aceptar ninguna de esas opiniones, por más que 
ellas en nobles sentimientos se inspiren, porque en mi juicio á ambas 
las condena igualmente la le,. 

Aunque el quejoso aseguere que fué tomado de le,a, como general-
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mente sucede, el juez no pued el caso es de esa naturaleza / por esta sola aseveración resolver que 
ber si el servicio militar qt;~ 

5
~n~ .9~e d1ebe es~erar las pruebas para sa­

causa. legal, como el en.,.anche x1º~ a que pide ~l amparo, tiene una. 
efecto de un atentado., de la 'ael _s~1 teo_, _ la ~uardia nacional, ó si es ti! 
destinar Id al ejército. Para hac~r_e iens1on f~rzad~ _de un hombre para. 
permanecer detenido como lo est1 esta. avenguac1on, el quejPM debe 
f!·e la molestia. de la prisión hasta el aculs~do, q.ue aunque inocente su-
hdad. ' que e Juez proclama su inculpabi-

Por lo demás me parece 1 titución que roa~da que «n¡n~ue ed r,rec~~to del articulo 19 de ln. Cons-
de tres días sin que 11e justifiquna etenc1on pue~~ exceder del término 
ti~~e que harer, es com letam \con.un a~to motivado de prisión,» nada 
IDlh~ar forz?~º· En e)los ~o se t~a:! d°aphc~b!e i\. los casos d~ ~ervicio 
de s1 el pet1c1onario está en la obr e s~ber s1 hay auto de prisión, sino 
arma~, según el articulo 31 de la C igll:c16~ de ~e~vir i\ la patria con las 
tatonamente de su libertad. onstituc1ón, o s1 se le ha. privado aten-

Para no aceptar la opinió d después del término probatori~ me ~ue la suspensión se deba decretar 
ticulo 5. º y 6. º) ordena u ' e as~a tener presente que la ley (ar­
el juicio ( articulo 9. º) y \!ee~a sus~en:ión se ~eclda antes de comenzar 
de más que oír los ald"'atos d espu s el térromo p1·obatorio no se pue­
~3). _La ley, P,Ues, no a~epta uenl~~ra~tes y falla: en definitin (articulo 
J~1c10. Inútil me parece entrar en o t e SU8p~nds1ón en aquel estado del 
tir es;l opinión, cuando basta I l o ras cons1 eraciones para no admi· 

Pero si todas estas razones :o~~ para condenarla. 
suspensión no es procedente cua de gra~de peso para Megurar que la. 
men~s cuande esa suspensió~ -/en oáno ay •rgen_ci_a notoria, y mucho 
va é irreparable, muchas otras ;u~e m:.:r/°¡'pirovisio_nal, sino definiti­
esta teoria. Expondré las que ee s vas existen para afirmar 
presente. me parecen más oportunas en el caso 

He indicado antes que la sus ¡ · d de restricción de la libertad e:!~i°n( el _acto reclamado en ~os casos 
produce en la mayor parte d! las a1aigo, arresto, detención, etc.) 
pueda proseguirse por falta de pa;:!,cfs ~tiresultado de que el juicio no 
de demostrar este aserto que 

8
• • e., ma, Y es llegada la ecusión 

p~ede ,decretar esa suspensió~rvq~eª _supt~bn?l.de prUt,ba de que no se 
miento. im osi 1 ita el curso del procedí-

Aunque la parte segu da d 1 tantas veces citada, dis :ne e arti~ulo 23 de la ley de 20 de Enero 
y que en todo el juicio :1•oced::,_t~~e1 le ofl,cio hará s~car los autos: 
etc.,• ~•o reputo anticonstitu i al e an e au1!qtie M agiten la,a partes, 
obedecerse. Pocas observ c on esa prevención, y creo que no debe 
t erm;nante del articulo 1 aciones pers_uad~n de esta verdad. El texto 
seguirán á petición de la02 a~~ la Con~~1tución dice as!:_ •estos juicios se 
tender el significado jm-iJf c ~ agraviada;» Y se necesita no querer en­
~amatical de esas palabr~ e ese precepto, desconocer casi el valor 
Juicios de amparo no se inst 'upara _nega! que ~se texto manda que los 
Clarisimn, flagrante contrati r~ó nh se sigan s100 á instancia de parte. 
aquel articulo 2"3 de la ley tro.cci ~ ay, pues, entre este texto y el de 
to de oficio y aquel exi""C '1a $!t8·6 q~e fste consagra ~l procedimien• 
esto asi, no es licito ni ;acilar . ic1_ n e a parte agraviada. y siendo 
que en ese conflicto se deb s1q:i11era sobre cuál de las dos leyes es la. 
tución da á éstn. la supremic1!gu1[, ~or4:e el articulo 126 de la Consti­
se ha observado el articulo '8 º ~n re 1 as de toda la Unión. Asi como no 
por las mismas razones no d~be e , a ey e 20 de Enero, a.si tampoco y 

Si pues la presencia' d . o.>servarse su articulo 23. ' 
ción se sigue el juicio es ~equeJo~o, de ~a parte agraviada á cu,a peti: 
momento en que aq~el se f~1~:r~a,segun el arti?ulo 102 citado, desde el ., o se esconde, o de cualquiera manera 
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deserta del juicio, no puede el juez seguir adelante en el procedimiento, 
v todo lo que haga c•s plen1tmente nulo. Llamar juicio á. una serie de ac­
tuaciones en que no hay partes (la :mtoridad no lo es, segun el articulo 
9. 0 de la lev, y el actor ha desertado del juicio, según la hipótesis que 
estoy considerando), es una cosa que el simple buen sentido no tolera. 

Pero aun tengo más 11rgumentos, igualmente sólidos, en ,favor de 
mis opiniones. Supóngase que el juicio pudiera se~ui:se sin la p~esen­
crn de la parte ag-raviada, y véamos el l'esultado practico de tal hipóte­
sis. Si el peticionario es.puesto en libertad pol' virtud del auto de sus­
pensión, este auto prejuzga la sentencia ~efinitirn qu~ ~ebiera pronun­
ciarse con conocimiento de causa, y la libertad proviszo~~l der;retada 
así, se connerte por ln naturaleza de los hechos en defi1!!tiva é irr~pa­
rabLe y todo esto por la sencilla razón de que la ocultac1on del queJos.o 
hace de imposible ejec\lcion una sentencia que niegue el amparo. 4Co­
mo podría. el juez de pistrit? volyer á la cárcel al de~enido que hub1er~ 
aparecido 1·eo, al cuartel t~ un soldado que estuviera, enganchado, a 
quienes él hubiera puesto provisionalmente en libertad? Ha.c~rlos bus­
car por la policla, librar órdenes, exhortos para su aprehensión, como 
se ha dicho en este debate pl\ra escapar del peso de esta. dificultad, son 
rosas que ~ estos casos. están fuera. de la jurisdicción de lo~ jueces fe­
derales v qiie son enteramente extrañas á la institución. del amparo. 

Si los artietilos 101 ~- i(),l de la Constituci6u quieren que sie~pre pre• 
ceda un juicio ,i. la declaraci{)n judicial q~ que se ha violado una gar~n­
tia indiYidu~l y 1i. la consiguiente devolución de su 1ibert.ad al detemdo 
i~ quien ilega1p1ente se le ha rest_riugido, ~s tan _claro coro~ la l~z, qu~ 
anticipar la soltura de ese <let~mdo 4, la eJecutona que decida s1 hay o 
no violación do garantías,. es iníring.ir ae lleno aquellos artículos c~ns• 
titucionales. Se.grada como es la libertad personal, no se puede preJu_z­
gar sin pruebas si ellt ha sido ilegalmente restringida, no se puede s1!1 
el juicio de forma$ juijdica.s de. que ,habla el a.rUculo 10-2 di} la Consti­
tución, decretar que ella ha sido violada. Y el procedimiento que la ley 
establee~ para.decretar ó n,o la suspen¡¡ión, el pedimento del promotor, 
el informe de la autor~dad, distan mucho de.ser es6¡juicio que exije el 
precepto constitucional, teniejido en considetación sobre to~o, que estE> 
informe ni siqui~a versa sobre el fondo de la demanda, _smo sobr,e el 
incid~ de l¡i. suspen'1q»1 • • • 

Estas razones fundan la opimon que yo he forma.do en este negocio. 
La Corte no puede aprobar, ni tolerar siquiera, el procedimiento de un 
juez que comienza por poner en libertaq. al quejoso que asegura que 
con su detención se violan sus garantías. La Corte tiepe el deber de re· · 
probar Pxpresamente ese p1:ocedimien10 anticonstitucional, que contra• 
dice da lleno los fines del ampar(\¡ que viola los textos expresos de la 
Constitución_; _que ha.ce, nug_~toria 1~ ~e.nte,ri.cia _q~e niegue el amparo¡ 
que imposib11lta la pl'Osecu,c1on del ,1wc101 convirtiendo á éste en una 
serie de formalidades in:útiles y de actuaciones nulas. 

Tiene este 'Tribunal ese deber aun por su propio decoro, porque él 
no puede consentir en revisar sentencias que por la consumación irre• 
paraole de los hechos, no tienen revocación prá.cticá posible. Ridículo 
sería que la Coi-te amparase al condenado á mµerte, y cuya ejecución 
se hubiern 1·ealizado¡ ¡conceder la garnntia de la vida á un cadáver, se­
l'Ía un sarcasmo! Y ridiculo seda tambíen que la Corte negase el am· 
paró al arraigado que, por vi~tud de la libertad e!1 9-ue el juez de Dis· 
trito lo hubiera dejado, estuviera fnera de la Repubhca. 

Este Tribunal por su propío d~co_ro,. n?_pu~de c?n.s~ntir en que los 
jueces ele Distrito Je usurpen su JUnsd1cc1on, 1m~os1b1hta~do de_ hecho 
las facultades que tiene para revocar las sentencias de primera mstan· 
cia. Y para fijar el clerec_ho co1;1stitucional de la Rept~blica, este mil!m!> 
Tribunnl tiene el cle1)er ineludible de reprobar ese gcne1·0 de p1·oced1• 

mientos. 
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. En casos como el preseutQ no se puede tampoco revisar una senten• 
c1~ qufl _es nula de pl~~o dere?ho, que es el resultado de un procedi­
miento ilegal. Este JU1C10 no tiene estado pat'a ser revisado y debe re­
p_onerse, supu_esto q~e, como se asegura, el quejoso Jesús R~sales no ha 
sido puesto aun en libertad á. pesar de la orden que al efecto se libró y 
esto. A fin de que sustanciado el juicio en términos legales pueda la C~r-
te e.1ercer las atribuciones que Je dá la lev. ' 

En conti:a de esta opinión mía, se in\·oca el art. 15 de la de 20 de 
Enero, que_ m~I?one il. la Corte-el deber de pronunciar sentencia sin nue­
va sus~anc1ac1_on, «rei:ocando ó confirmando ó 11wdificando la ele pri­
mer(I. instancia ... 

Esta dispo~ición debe entenderse en términos hábiles· esto es. Ja 
qorte no puede ba'!er más quesentenciar revisando el fallo 

1

del inferior 
s1

0 

es_te e~ un verdad~ro fall?; _si ha habido de. ver~ad juicio; si el juez l~ 
ha. sido 1eahnente; s1 ~a e::ust1do la pm·te agrai:iada; etc., etc.; pero si 
nada de esto ha suced1do,_la Corte no puede rreerse en el caso de eso 
articulo 1? para ~ceptar s~n recurso declaraciones anticonstitucionales 
para sancionar s1_n remedio procedimientos nulos. Y como creo que e~ 
este c~so de Jesus Rosales, no ba habido juicio por falta de la parte 
~g7:av_iada, sostengo que la Corte no puede revisar la sentencia del in­
fer101·. 

. Por estas razones, votaré reprobando el Auto do suspensió\t poi· 
':rtud del que se mandó poner en libertad á Rosales, v reprobando' tam­
b1en lo que se ha llamado sentecia del inferior, á fiñ de que se ordene 
que so le devuelvan los ~ut?s, para que repuestos y en estado, los ele­
ve de nuevo á esta supenondad para su debida revisión. 

La Suprema C~rte confirmó la se~tencia del inferior, sin ocuparse 
d~ 1~ ouestión sobre suspens1on del auto, la ejecutoria es la. 
s1gmente, 

. México, Se\iembre diez y siete de mil ochocientos setenta v ocho.­
Visto el recurso de amparo interpuesto por Jesús Rosales ante el Juz­
gad~ 1 ° de Distrito ~e esta capital! ~undándose en que habiendo sido 
cogido d? leva y con_s1g!1ado al servicio de las arruas, el coronel del ba• 
t~ll_ón prm:ie,r:o de~ D1str1to lo l'etiene contn. su voluntad en dicho eer­
v1c10, con mfracc1ón del art. 5.0 de la Constitución federal: 

Vist~ la sentencia del juez que concedió el a mpo.ro, y 
Considerando:. que consta en autos quedesobedeeiendo un precepto 

de la. ley, la autoridad responsable no l'indió informe al "'Uno sobre el ac-
to reclamado: 

0 

Q~e c_omo 1:1 prueba de que no se ha. infringido ninguna garantla 
const1tuc1onal, ~ncumbe á la autoridad responsable, porque la solicitud 
de amparo equivale A negar á una autoridad el derecho de ejecutar un 
acto: 

Que e1;1 c?nsecuencia, la falta ~e informes no puede en manera al­
guna perJud1car al recurrente Jesus Rosales, cuyo dicho debe tenerse 
co~o una. n.r~ad legal, supuesto que todo hombre está en posesión de 
su libertad. mientras no se pruebe lo contrArio: 

. ~ue habiendo sido Ros~les tomado de le,•a. y consignado al servicio 
m1h_t3:r,. en el que se le retiene contra su voluntad, se ha violado en su 
per,1mc10 el art. 6.0 de la Constitución, que previene en términos abso­
lutos, que á. n~di_e se puede obligar á. prestar trnba.jos personales sin su 
plcn.> consentlm1ento: 

Con fundamento de los artículos 101 y 102 de la Constitución, se con• 
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firma la sentencia del Juez de Distrito que concedió á Jesús Rosales el 
amparo de la justicia de la Unión. 

DeYuelvanse las actuaciones al Juzgado de su origen acompaií.án­
dole testimonio de esta sentencia para los efectos consiguientes: publi-
quese y archlve!;e á su vez el Toca. . . 

Asl, por mayoría de votos, lo decretaron los ciudadanos Presidente 
v )Iao-istrados que formaron el tribunal pleno de la Corte Suprema de 
Justicia de los Estados Unidos Mexicanos, y firmaron;-Presidente, Ig­
nacio L . Vallarta. - -l\Iagistrados, Ignacio ltf. Altamirano.-Ezequiél 
:Montes.-Pedro Ogazón.-Jlanuel Alas.-.-intonio Ma1·t ínez de Castro.-

. :Miguel Blanco.---jose .Mm·ía Bautistci,-:-J.uan1l~. Vázquez.-Si?ló1_i (!uz­
mán.-José .Uanuel Saldaña.-José El1gw J,lunoz.-Ped1·0 Dwm szo de 
la Gal'za y Garza.-Enriqu,e Landa, secretario. · . 

NOTA,·-Lo• ,locumentos relati<o• A este amparo estlln publica<loo en el DIARIO Onu.u corres-
pondiente ~ los días 10, 11 y 12 de Octubre de 1878, t 

La cuestión debatida en este amparo respecto de la suspensión de los 
actos redamados, es una de las que más hau dividido la opinión de la 
Corte. Algunos Magistrados sigu~n ciertas teorías, se_gún las q~lC esa 
suspensión no puede decretarse smo en casos excepcionales, mientras 
que otros, en número casi igual, sost!ene~ opiniones contr~rias. De aqui 
han r('sultado resoluciones contradictonas en los negocios en que esa 
cuestión se ha tocado, según que la mayolia en cada audiencia deter­
minada la forman los Mao-istrados que opinan en uno ó en otro sentido. 
De los ~asos en que ha prevalecido la opinién, que no se puede, sino ex­
cepcionalmente y ¡:egún ciertas reglas, suspender el acto reclamado, 
puede citarse la siguiente resolución como la más notable. 

~éxico, Enero 31 de 1879.-Recibido el ioform~ con_juslificació'!l que 
se pidió al Juez de Distrito _de Veracruz, }~ ~onsecuenc1a de la queJa. del 
presidente del Supremo Tnbunal de Justicia de ese Estado, y conside-
rando. 

1~ Que no es arbitraria •i discrecional la facultad que para. suspen-
cler el acto reclamado conceden á. los jueces de Distrito los arts. 3'!, 5'? y 
6'! de la ley de 20 de Enero de 1869, supuesto que el artloulo 25 de esa 
misma ley declara que es causa de re.c;ponsabilidad «el _decretar ó no la 
suspensión del acto reclama_do,n de donde se debe inferir que hay_ caso_s 
en que el juez debe necesanamente ordenarlo, r otros en que esta obli­
gado á negarlo,·so pena de incurrir en responsabilidad: 

2'! Qne los jueces federales deben, en consecuencia, observar ciertas 
reo-las para usar dA aquella facultad, 1·eglas que aunque no expresadas 
en°la ley si se :!educen de su espíritu y del objeto y fin del juicio de am­
paro, y r'eglas que deben servir para fijar el derecho público de la na-
ción sobre este punto importante: 

3? Que una. de esas reglas, si no la principal, es la que se desprende 
del espíritu del articulo 23 de la ley de 20 de Enero citada, porque si el 
fin del amparo •es que se restituyan las cosas al estado que tenían an­
tes de violarse la Constitución,» es forzoso é indispensable decretar la 
suspensión del acto l'eclamado, siempre Que la ejecución de éste &e con­
sume de tal modo que deje sin materia al juicio, ó que haga imposible 
esa restitución de las cosas al estado que tenían antes de violarse la 
Constitución, deduciéndose por una razón a contrario sensu que cuan­
do ese motivo capital falta, y no hay otl·a razón fundada en el esplritu 
de la ley, la suspensión es improcedente, y compromete la responsabili­
dad del juez que la decreta: 

4? Que aunque hasta hoy la práctica de los juzgados de Distrito ha. 
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sido varia sobre esta. materia. incumbe á esta Suprema Corte. no solo 
para unüormar esa práctica, sino para fijar el derecho público, interpre­
tar la ley de 20 de Enero en el sentido que !ll espíritu de la Constitu­
ción se acomode, al juzgar de cada caso que viene :\. su conocimiento. 

5'! Que en el presente caso, la razón invocada por el Juez de Distri­
to de Veracruz para fuudar la suspensión del acto reclamado, esto es, 
«que de llevarse á cabo la entrega se siguen graves perjuicios, quizás 
irreparables, al quejoso en su opinión é intereses," infringe de lleno 
aquelln regla, supuesto que, ejecutada como está la separación del Lic. 
Escudero de su em1leo, se puede, cuando la semencia se prenuncie, 
restituir las cosas a estado que tenían antes de violarse la Constitución, 
-i se le concede el amparo, no siendo en consecuencia en caso alguno 
irreparable la ejecución de éste acto: 

6'? Que aunque In. parte final del articulo 6'? de la ley de 20 de Ene­
ro determina que del auto sobre suspensión del acto reclamado no se 
11clmite más recurso que el de .. responsabilidad. este precepto no puede 
significar que, cuando al~ún juez decretando ó negando la snsper.sión 
viole las gnrantias individuales, ó infrinja. la Constitución ó invada la 
soberanía de los Estados, nadie, ninguna autoridad puede corregir ó en­
mendar sus A.tentados, sino que por el contral'io, la fuerza pública de la 
nación se debe poner á.sus órdenes para llevarlos á ejecución. Enten­
der así la ley seria contral'iar sus fines y desconocer la naturaleza mis­
mi). del amparo. Siempre que un juez ha abusado de sus funciones y so 
pretexto de suspender el acto reclamado, ha infringido la Constitución 
ó la misma ley de amparos, 6 ha suspendido unas eleccciones, ó manda­
do disolver una legislatura, ó cometido cualquier otro a tentarlo, esta Su­
prema Corte ha. dictado en la órbita ele sus atribuciones las medidas con· 
venientes para. que esas providencias atentatorias no se lleven á efecto: 

7'? Que aquel précepto de la ley no puede significar sino que para 
los litig&ntes,para las partes, no queda más recurso que el de exigir al 
juez la responsabilidad; pero sin que esto prive á esta Suprema. Corte 
de la jurisdicción que ejerce para corregir y revocar las providencias 
de los jueces inferiores. Y para no aceptar esta interpretación, no se 
pueden invocar las doctrinas de la jurisprudencia común, porque sien­
do el juicio de amparo un recurso constitucional que está sujeto á le­
yes, procedimientos y tramitación especia,les, muchas de aquellas doc­
trinas le son enteramente inaplicables: 

8'?. Que aunque esa interpretación no se admita, ha~· que aceptar ne­
cesariamente el precepto le~al que literalmente faculta á la Corte para 
conocer de las responsabiliaades en que incurran los jueces de Distrito 
en los juicios de amparo, para el efecto de suspenderlos y consignarlos 
al Tribunal de Circuito respectivo. Y aunque la fracción final del arti­
culo 15 refiere este mandato solo á la revisión de las sentencias definiti­
vas, lo prevenido en la parte final del articulo 6? y en el 23, lo amplia 
por necesidad á la revisión del auto de suspensión del acto reclamado, 
so pena de que si asi no se entendiera la ley, esa responsabilidad que 
ella establece quedarla ilusoria: 

9~ Que esta Suprema Corte tiene indisputable jurisdicción para co­
noier de las responsabilidades en que incurran los jueces, ya. de oficio 
cuando de una manera oficial lleguen á su conocimiento, ya por queja, 
denuncio ó acusación de parte legitima, y ésto sin que para iniciar el 
juicio de responsabilidad haya que esperar que venga en estado á esta 
Corte el negocio que de motivo á ella: 

10. Que las disposiciones de la parte final del articulo 15, la final 
también del 6'! y el articulo 23 mutuamente concordadas, dan á la Cor­
te la facultad de conocer, en cualquier estado del juicio, de las respon­
sabilidades en que haya incurrido un juez al conceder ó negar la sus­
_pensión del acto reclamado, para el efecto de someterlo á juicio y evitar 
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que se consumen las providencias anticonstitucionales que pueda haber 

dictado: . t d' l •ec p 11. Que aunque esas disposiciones ~s1 no s~ en en 1esen, e pi e.· 
to de la fracción VII, articulo 2. 0

, capitulo?· . ~e la ley de 29 ~~ Jubo 
de 18G2 autoriza á la Corte para someter al J~1c10 de responsalnhdad á 
los juec'es en toda clase de negodos y cualqmera que sea el estado ~ue 
tengan: r 

12. Que hay autos ejecutoriados do esta SupremaC~rte,enque, ap 1-
caudo estas leyes á juicios de amparo en _que. so pretexto de suspe!lder 
el acto reclamado so atemaba contra las mst1tuc1ones, desnaturalizan­
do el juicio de a.1~paro, se ha suspendido á l_~s _jueces, reprobado StlS 
procedimiento;; v revocado el auto de suspens1011. • 

13. Que el p1~esidente del tribunal superior del Esta~o. de ' ' era~ruz 
ocurrió á esta Suprema Corte quejíimlose de los proced1m1entos d.el J~tez 
de Distrito de Yeracruz, y pidiéndol~, en lo _que al auto de _suspens16_n 
se refiere, que dictara las p1ovidencrns que J

0

uzgar~ c~'.wementes pma 
eYítar un conflicto entre los poderes lo~ales ) fede1_ale.,. . 

lJ. Que el juicio de amparo promovido P?r e_l Lic. Esc~de~·o ~stá aun 
pendiente del conocimientodelJuzg·ado deDistnto de Veiacrnz, y debe 
continuar por sus trámites legal~s, resuelto como está ya ~l punto ~~ 
suspensión del acto reclamado, sm que esta Corte ¡.rne~a m_ deba p1? 
nunciar por ahora juicio al~un_o 11obre 1~ pr.ocedenc1a ó 1mp1oc~denc1~ 
de ese amparo su concesión o denegacwn, sobre cuyas materias esta 
expedita la jurisdicción de aquel Juzgado y en reserva 1~ d~ l:'1 Corte 
parl\ revisal· á su tiempo la sentencia definitiva que el mfer1or pro-
nuncie: . . . ¡ · d D" 

15. Que aunque el auto de suspens10n decretado por e Juez e 1s, 
tl'ito de Veracruz infringe los artlculos 6. 0 y 2:l de la 18r de 20 de ~n~~ 
ro St"'Úll la interpretación que le da la Cor~e, no s~ria Justo ho,r ex1gi_1 
la 'responsnbilidad á ese juez, supuesto que, atendida la prác_tica Y ~l­
versn inteligencia que :,e ha est11.do ?ª.1!do á es3: ley por los Jueces e 
Distrito se debe reputar error de opm1on el del Juez de Veracruz, que 
no da ~ateria á responsabilidad: . . 

Se resuel,e: Que por ahora no _hny_ ménto para consignar al Tribu­
nal de Circuito de Puebla al repetido ,1uez de Veracmz, por su auto de 
3 de Enero presente, en que- mandó suspender el a~to recla~ado, por el 
Lic. Escudero; pero (tne como este acto no es ~-ª eJecuclón 1rrep~rable, 
no debe suspenderse sino revocarselasu&pens1on d.ecretada,conhnuan­
tlo adelante el juicio de amptlro por sus tramites legales hasta pronun­
ciar sentencia definitiva, que revisará ;\ su tiempo la Suprema Corre. 

Comunlquese al juez de Distrito y al tri~unal de Veracruz ~ara los 
efectos consiguientes.-Una rúbrica.-Ennque Landa, secl·etari'O. 

AMPARO PEDIDO CONTRA LOS PROCEDIMIENTOS 
DEL JUEZ 4'? DE LO CIVIL DE ESTA CAPITAL POR DIVERSAS 

VIOLACIONES DE GARANTIAS. 

¿La aplicación inexacta de la ley ci11il constituye la vio ladón de una l[a­
rantla individual'! ¿Et Código de l!rocedimientos del Dislt ito está expedido 
en uso de facultades extraordinarias, y no es por tan/o una ley oblig-aloriaf 
Interpretación de los arllcttlos I 4 y 50 de la Constit1,dón. 

El C José Jlfarla Villa pidi/J amparo al juez 2? de Distrito centra los ,Pro­
cedimientos áei j11e:: ~ de lo civil de esta capital, alegando gue éstos molan 
las garantias individuales por los siguientes capitulas: I 9 , po,q14e se da efecto 
retroadin, al Código de Procedimientos apticando S#S J>resc,tpciones á una 
hipoteca constituida antes de s1, pro,nulgación: 2?, por •~ haberse aplicado 
eracta,ne,,te le ley á este caso,· y 39, !'!'fue et Código de Prqceáimienlos, al 
que se ha sujetado el juez,fui expedido en uso de fact#ltades extraordina,ias 
con vwladón del articulo 50 de la Co,istitución, y gue él por tanto no es 1ma 
ley C011Siitucional.-El juez ccncedió ei amparo por ccnsiderar que la ley se 
lzabfa al>licado inerad4mente al caso; lo tle_f.Ó por las aleg-adas violacúmes de 
los arlféulos 16 y 27 de la Constitución, y d1jo que no h4bla necesidad de re­
solver si el Código de Pror.edi,.ienlos era l> no ley. La Corle revisl> esa sen­
tencia et 27 de Septiembre de I878, y el C. Valtarla, pa,a negar el amparo po,­
todos los motivos alegados, dijo lo siguiente: 

Por t~ capítulos principales se ha pedido este amparo. . 
I. Porque se ha dado efecto retroactivo á loa códigoa civil y de pro­

cedimientos, aplicándolos á una obligación cootraida antes de la pro­
mulgación do ellos, y violándose ceo eato la parte primera del articulo 
14 de la Constitución. 

II. Porque loa tribunales comunes no han aplicado á este caso exac­
tamente las leyes que·deben resolverlo, sino otras que no lo compren­
den, dando esto motivo á otra infracción constitucional, la de la segun­
da parte de aquel articulo 14. 

III. Porque el Código da procedimientos no es ley, supuesto que fué 
expedido por el Presidente de la República en U80 de facultades ex­
traordinarias, contra lo prevenido en el articulo 50 de la misma Consti­
tución.• 

En la demanda se ha&la también de la infracción de los artic¡tlos 16 
y 27 del Código fundamental y se tocan secundariamente otros puntos 
en apoyo del amparo solicitado. Como la opinión de la Corte, revelada 
ya en este debate, se ha manifestado contraria á estas aseveraciones 
del quejoso, sobre esos puntos, y como en esta materia mi propio sentk 

VOTOS. Toxo I-7 


